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Resumen 

La deforestación es una de las principales amenazas para la biosfera debido a su contribución a la pérdida de 

biodiversidad, las emisiones de carbono y la degradación de los ecosistemas. La mayor parte de la deforestación 

es ilegal y continúa sin parar, representando alrededor de la mitad de la deforestación total en los trópicos y 

subtrópicos. Cuantificar la deforestación ilegal es un desafío, y aún más lo es evaluar los procesos sociales e 

institucionales que determinan su ocurrencia. Para abordar este desafío, cuantificamos la influencia relativa de 

factores individuales (como el poder de los agentes y el tamaño del establecimiento) y contextuales (como las 

instituciones provinciales y la capacidad agrícola del establecimiento) sobre el tipo y tamaño de la deforestación 

ilegal en el Chaco Seco Argentino, una importante frontera agropecuaria y hotspot de deforestación global. 

Construimos una red bayesiana con datos de 244 eventos de deforestación ilegal, obtenidos de artículos 

periodísticos, literatura gris, entrevistas con informantes clave, y análisis geoespaciales. Los resultados revelan 

que los agentes más poderosos se asociaron con eventos de deforestación ilegal más grandes. Las simulaciones 

de políticas sugieren que una mayor concentración de la tierra en manos de agentes poderosos y regulaciones 

provinciales más flexibles aumentarían la deforestación ilegal. Esto sugiere la necesidad de una combinación 

inteligente de políticas que integre los sectores económico, agrícola y ambiental para detener la deforestación 

ilegal en las fronteras agropecuarias. Una reforma de la tenencia de la tierra puede facilitar la protección de los 

bosques, mientras que los incentivos para la diversificación del uso de la tierra y el castigo penal de la 

deforestación ilegal son fundamentales para cambiar el comportamiento de los productores hacia formas de 

producción y conservación más equilibradas. 
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1. Introducción 

La deforestación es una gran amenaza para la biosfera y continúa sin cesar, a pesar de los fuertes esfuerzos para 

frenar las altas tasas de deforestación (Curtis et al., 2018). La necesidad de detener la deforestación es urgente 

por su contribución al cambio climático (Fargione et al., 2008; IPCC, 2014; Rajão et al., 2020), a la pérdida de 

biodiversidad (Fahrig, 2003; Mastrangelo & Gavin, 2012; Tilman et al. al., 2017), y a la degradación de los 

ecosistemas  (Haddad et al., 2015). La deforestación también tiene múltiples consecuencias sociales y de salud, 

como el aumento de la incidencia de enfermedades infecciosas (Burkett-Cadena & Vittor, 2017; Patz et al., 2004; 

Smith et al., 2014), el éxodo rural, frecuentemente con casos de violencia (Aguiar et al., 2016; Aldrich et al. al., 

2012; Cáceres, 2015; London & Kelly, 2007), y la concentración de la propiedad de la tierra (Cotula et al., 2009; 

Galaz et al., 2018). Las políticas y acciones de gobernanza destinadas a reducir la deforestación sólo han sido 

parcialmente efectivas, ya que alrededor de la mitad de la deforestación en las fronteras de producción de 

materias primas del sur global es ilegal (Dummet & Blundell, 2021; Margono et al., 2014; Rajão et al., 2020). 

Estudios anteriores se han centrado principalmente en explicar la magnitud, la ubicación y el momento de la 

deforestación (es decir, las preguntas "cuánto", "dónde" y "cuándo"), mientras que las descripciones de los 

agentes y los procesos sociales e institucionales que permiten la deforestación ilegal (es decir, el "quién" y 

"cómo") han recibido menor atención. Existe una vasta literatura sobre los determinantes espaciales que 

asocian la ubicación de la deforestación con las características biofísicas y la accesibilidad vial (Gasparri et al., 

2015; Müller et al., 2012; Volante et al., 2016). Además, cada vez se comprende mejor el impacto del cambio 

demográfico y las políticas de uso de la tierra en la variabilidad espacial y temporal de la deforestación (Carr et 

al., 2009; Schlesinger et al., 2017; Tesfaw et al., 2018). Estos estudios se basan en series temporales de 

deforestación detectada a través de sensores remotos que se combinan con variables explicativas exógenas, 

como datos económicos y de población, para identificar patrones amplios de asociación. Como tal, estos 

estudios asumen implícitamente que los agentes de la deforestación (p. ej., productores agropecuarios) 

responden pasivamente a los factores contextuales que dan forma a sus objetivos de maximización de ganancias 

(p. ej., rendimientos agrícolas, rendimientos de la producción). Si bien este modelo conceptual tiene un poder 

explicativo considerable en algunos contextos, es necesario comprender mejor la influencia de la agencia 

humana y la acción estratégica de los agentes en la ocurrencia de la deforestación (Berbés-Blázquez et al., 2016; 

Verburg et al., 2019). Las trayectorias que conectan los factores individuales y contextuales subyacentes a los 

eventos de deforestación rara vez se han contrastado con pruebas de hipótesis cuantitativas. Esto es 

particularmente necesario a nivel de los establecimientos agropecuarios en las fronteras de producción de 

materias primas altamente dinámicas, donde la relación entre los agentes, las instituciones, y la deforestación 

está más impulsada por la gobernanza de facto (es decir, lo que sucede sobre el terreno) que por la gobernanza 

de jure (es decir, lo que se establece en el marco legal) (Nansikombi et al., 2020). 

Cuantificar la proporción de deforestación ilegal en la deforestación total es un desafío, y más aún es evaluar los 

procesos sociales e institucionales que subyacen a su ocurrencia (Gore et al., 2019; Tellman et al., 2020). Las 

estimaciones de deforestación ilegal en las principales fronteras agropecuarias sugieren que entre el 40% 

(Lawson, 2014) y el 69% (Dummet & Blundell, 2021) de la deforestación está vinculada a actividades ilícitas. En 

Indonesia, el 40% de la deforestación entre 2000 y 2012 fue ilegal (Margono et al., 2014). En África Central, la 

deforestación ilegal representó casi el 90% de la deforestación total (Lawson, 2014; Siebert & Elwert, 2004). Casi 

la mitad de las propiedades en la Amazonía y el Cerrado de Brasil no cumplen con el Código Forestal y, por lo 

tanto, se consideran ilegales (Rajão et al., 2020), mientras que otros estiman que la ilegalidad alcanza del 60 al 

80% en la Amazonía (Boekhout van Solinge, 2014). En el Chaco Seco Argentino, las estimaciones de la proporción 

de deforestación ilegal oscilan entre 28% (Vallejos et al., 2021) y 44% (estimaciones propias basadas en UMSEF-

MAyDS, 2019), dependiendo del período considerado. 
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Durante las últimas cuatro décadas, el Chaco Seco Argentino ha presentado una dinámica que es ilustrativa de 

otras regiones sudamericanas que están orientadas a la exportación de commodities, como el Cerrado brasileño, 

la Chiquitania boliviana y el Chaco paraguayo (Baumann et al., 2016; Hansen et al., 2013; Nolte et al., 2017a). En 

las últimas dos décadas, una combinación de cambios macroeconómicos, tecnológicos y climáticos estimuló la 

llegada de productores de soja, ganaderos, e inversionistas de regiones vecinas más ricas, especialmente de la 

Pampa húmeda (Gasparri et al., 2013; Paolasso et al., 2012). Como resultado, el Chaco Seco Argentino se 

convirtió en un hotspot de deforestación a nivel mundial, con tasas de deforestación anuales provinciales 

superiores al 3% hasta 2008 (Camba Sans et al., 2018), 15 veces más altas que los promedios mundiales (0,2%). 

En respuesta a las altas tasas de deforestación, el Congreso argentino aprobó en 2007 la Ley de Bosques (Ley 

26.331 de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los Bosques Nativos) que dicta presupuestos 

mínimos de protección del bosque nativo y delega a las provincias el diseño y cumplimiento de los planes de 

Ordenamiento Territorial de Bosque Nativo (OTBN) de sus jurisdicciones. Entre 2008 y 2011 entraron en vigor 

los OTBN en las provincias del Chaco Seco Argentino que destinan el 21% de las tierras con bosque nativo a 

conservación (zona roja), el 57% a aprovechamiento sustentable (zona amarilla) y el 22% restante a expansión 

agropecuaria (zona verde) (MAyDS, 2017). A pesar de los presupuestos mínimos dictados por la Ley nacional, el 

lobby exitoso del sector agropecuario dio como resultado que los diseños y la aplicación de los OTBN en todas 

las provincias sean heterogéneos (García Collazo et al., 2013; Milmanda & Garay, 2019). La efectividad de la 

gobernanza forestal descentralizada en el Chaco Seco Argentino es objeto de un intenso debate (Camba Sans et 

al., 2018; Nolte et al., 2017b; Volante & Seghezzo, 2018). La evidencia existente sugiere que los gobiernos 

subnacionales juegan un papel fundamental en la configuración de la deforestación; sin embargo, la forma en 

que estos contextos provinciales influyen en la ocurrencia de deforestación ilegal a nivel de establecimiento 

agropecuario sigue siendo una pregunta abierta. 

Desde la promulgación de los OTBN, el sector agropecuario presionó a los gobiernos provinciales para violar la 

Ley de Bosques y encontró diferentes mecanismos para lograr este objetivo (Aguiar et al., 2018; Cabrol & 

Cáceres, 2017; Seghezzo et al., 2011). Por ejemplo, los gobiernos de las provincias de Salta y Chaco permitieron 

a los productores solicitar la recategorización de sus predios, de zona protegida (roja) o de uso sustentable 

(amarilla) a zona de deforestación permitida (verde), bajo el argumento de la presencia de tierras de alta aptitud 

agrícola dentro de sus establecimientos (Nolte et al., 2017b). Además, los gobiernos provinciales permitieron la 

tala selectiva de árboles y arbustos para establecer sistemas silvopastoriles en terrenos de alta aptitud agrícola, 

incluso en áreas que habían sido asignadas a la categoría de uso sostenible. El sector agropecuario promovió 

este sistema de uso de la tierra bajo la etiqueta de “uso silvopastoril sustentable” pero en efecto resultó en 

pasturas abiertas por la alta mortalidad de los árboles aislados remanentes (Fernández et al., 2020; Nolte et al., 

2017b). Nuestra hipótesis es que tanto el contexto institucional subnacional como la capacidad agropecuaria 

del establecimiento agropecuario son determinantes cruciales del tipo de deforestación ilegal. 

Como la mayoría de las legislaciones ambientales del sur global, la Ley de Bosques argentina y los planes de 

ordenamiento territorial provinciales se implementan en un contexto socioeconómico y cultural altamente 

heterogéneo. La gran variabilidad en el tamaño de los establecimientos y el ingreso bruto por hectárea 

caracterizan la región del Chaco Seco (Mastrangelo et al., 2019), lo que indica fuertes asimetrías de poder entre 

los propietarios (Richards et al., 2003; Sundström, 2016). Los productores con mucho poder pueden tener una 

gran influencia en los gobiernos provinciales y modificar las normas existentes (p. ej., degradar la categoría de 

conservación) y/o evitar sanciones por incumplimiento. Por ejemplo, un gran productor de la provincia de Salta 

deforestó 11.000 hectáreas en la zona de uso sostenible en 2013. Este establecimiento contenía bosques 

tradicionalmente utilizados por indígenas (situación común en Salta, Vallejos et al., 2020), quienes fueron 

excluidos de estas tierras después de que fueran convertidas en grandes áreas de cultivo. Los gobiernos de Salta 
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y de la Nación sancionaron al productor con multas, prisión condicional y la obligación de restaurar las tierras 

deforestadas, pero esta sanción se ha cumplido solo parcialmente y no ha disuadido de cometer más ilegalidades 

(Aguiar et al., 2018). Así, el tamaño de la deforestación ilegal podría estar influenciado por el poder del agente 

de deforestación, en estrecha interacción con las instituciones provinciales. 

La pregunta que motiva este estudio es entender cómo los factores individuales (es decir, sociales y económicos) 

y contextuales (es decir, institucionales y biofísicos) influyen en el tamaño y tipo de eventos de deforestación 

ilegal en el Chaco Seco Argentino. Para responder a esta pregunta, recopilamos datos de 244 eventos de 

deforestación ilegal, es decir, que representan cualquier tipo de pérdida de bosque nativo que violó la Ley de 

Bosques. Todos los eventos están vinculados a establecimientos agropecuarios ubicados en la región chaqueña 

de las provincias de Chaco, Salta, o Santiago del Estero entre 2008 y 2020. Nos apoyamos en cuatro fuentes de 

información complementarias: periodismo de investigación y notas prensa, literatura gris, entrevistas a 

informantes clave, y datos geoespaciales. Usamos redes bayesianas no paramétricas para probar la influencia 

relativa de nueve factores individuales y contextuales sobre el tamaño de la deforestación y el tipo de ilegalidad 

como las dos variables objetivo. También evaluamos cómo cambiarían ambos resultados bajo simulaciones de 

políticas hipotéticas pero plausibles. 

2. Métodos 

2.1. Área de estudio 

El Gran Chaco sudamericano representa la mayor superficie continua de bosques secos neotropicales  (Portillo-

Quintero & Sánchez-Azofeifa, 2010), la mayoría de los cuales (60%) se encuentra en el norte de Argentina. El 

Chaco Seco Argentino es una gran planicie sedimentaria cubierta por vegetación xerofítica, originalmente 

cubierta por bosques, pastizales y matorrales intercalados en los paisajes (Cabido & Zak, 1999). El clima es 

subtropical con estación seca, las lluvias se concentran en el verano y los meses más secos son julio y agosto 

(Peel et al., 2007). La precipitación anual varía entre 400-600 mm en el centro de la región y 800-1000 mm hacia 

los ecotonos con la selva tropical de Yungas en el oeste y el Chaco Húmedo en el este, y las temperaturas medias 

anuales oscilan entre 19 y 22°C (Murphy, 2008). El Chaco Seco Argentino alberga una alta biodiversidad (Bucher 

& Huszar, 1999; Giménez et al., 2011), así como grandes reservorios de carbono (Baumann et al., 2016). 

En el Chaco Seco Argentino el sector primario representa una alta proporción del Producto Bruto Interno (MEFP, 

2012), más del doble del promedio nacional, el triple de Brasil y similar a Bolivia y Paraguay (Nolte et al., 2017a). 

El Chaco Seco Argentino ha sido tradicionalmente habitado por campesinos criollos e indígenas que realizan 

agricultura y ganadería a pequeña escala, extracción de madera, producción de carbón, caza y recolección 

(Aguiar et al., 2016). Los criollos y pueblos originarios suelen tener tenencia insegura de la tierra en forma de 

títulos precarios (Reboratti, 2008; Slutzky, 2005). La región también presenta los índices de necesidades básicas 

insatisfechas más altos de Argentina (Bolsi et al., 2009; Torrella & Adámoli, 2005). En las últimas tres décadas, 

el Chaco Seco Argentino ha sido escenario de una rápida expansión de la frontera agropecuaria (principalmente 

de soja y ganado vacuna) asociada a la privatización de tierras y la deforestación a gran escala (Faingerch et al., 

2021; Gasparri & Grau, 2009). Las tres provincias de estudio del Chaco Seco Argentino (es decir, Chaco, Salta y 

Santiago del Estero, Fig. 1) contenían casi el 70% de la deforestación de Argentina durante 2016 y 2017 (AGN, 

2017; Gómez Lende, 2018; Vallejos et al., 2015). 
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Figura 1. Distribución espacial de los eventos 

de deforestación ilegal relevados (puntos 

rojos) en el Chaco Seco Argentino. 

Recuadro: ubicación del área de estudio en 

América del Sur. 

2.2. Definición de deforestación ilegal 

Los eventos de deforestación se 

consideraron ilegales cuando los desmontes 

no cumplían con la normativa política de 

mayor orden, que en este caso es la Ley 

Nacional de Bosques. Esta clasificación de 

“ilegalidad” es idéntica a otras evaluaciones 

destacadas de la deforestación en la región 

del Chaco argentino (Camba Sans et al., 

2018; Ceddia & Zepharovich, 2017; Nolte et 

al., 2017b; Vallejos et al., 2021; Volante & 

Seghezzo, 2018). Más específicamente, se 

consideró ilegal un desmonte cuando se 

produjo en áreas que las autoridades 

provinciales catalogaron como de medio o 

alto valor de conservación (las denominadas 

zona amarilla y roja, respectivamente). En 

estas zonas protegidas no se permiten los 

desmontes según la Ley de Bosques. 

Asimismo, se consideró ilegal un desmonte 

cuando se realizó en un área de bajo valor 

de conservación (zona verde), pero sin permiso de la autoridad legal, o sobre un área mayor a la permitida por 

la autoridad. 

Bajo esta definición, la deforestación en establecimientos agropecuarios para los cuales las autoridades 

provinciales modificaron su categoría de conservación (de valor de conservación alto o medio a bajo, es decir, 

de rojo o amarillo a verde) se considera ilegal. Las autoridades de orden superior (es decir, el Ministerio o 

Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Consejo Federal del Medio Ambiente) establecieron 

mediante la Resolución 236/12 que la recategorización por parte de las autoridades provinciales viola el 

principio de no regresión y, por lo tanto, los desmontes en tierras que fueron recategorizadas a un estado de 

conservación inferior no cumplen con la Ley de Bosques (Di Pangracio et al., 2014). De hecho, los decretos de 

los gobernadores que permitían las recategorizaciones tuvieron que ser revocados en las provincias de Salta y 

Chaco luego de que las campañas públicas provocasen intervenciones del gobierno nacional (Di Pangracio & 

Cáceres, 2020). Tanto las regulaciones políticas como sociales sobre la deforestación en áreas recategorizadas 

eran altas; por lo tanto, los eventos de deforestación que ocurran bajo este mecanismo deben considerarse 

ilegales (Magliocca et al., 2021; Van Schendel & Abraham, 2005). 

Del mismo modo, el desmonte selectivo con rolos en las zonas protegidas (amarilla y roja) es ilegal porque 

después de esta transformación el bosque pierde progresivamente su carácter, dando lugar a pastizales con 
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árboles dispersos (conocidos localmente como sistemas silvopastoriles). Como se dijo, la norma política de 

mayor jerarquía estableció que los bosques no deben perderse en las zonas protegidas, pero en este caso la 

autoridad provincial permitió el desarrollo de los llamados sistemas silvopastoriles en áreas de mediano valor 

de conservación (zona amarilla), haciendo uso de su poder político para complementar la Ley de Bosques. Por 

lo tanto, los gobiernos provinciales toleraron este tipo de deforestación ilegal, lo que desplazó el equilibrio de 

poder hacia los agentes agropecuarios y los objetivos de producción. Esto ilustra que lo que se considera ilegal 

es fluido en lugar de fijo (Magliocca et al., 2021; Van Schendel & Abraham, 2005), dependiendo en gran medida 

de los contextos cambiantes y las relaciones de poder entre las partes interesadas. 

2.3. Recolección de los datos 

Utilizamos múltiples fuentes de información complementarias para identificar y caracterizar los eventos de 

deforestación ilegal en el Chaco Seco Argentino en los doce años desde 2008 (es decir, la sanción de la Ley de 

Bosques) hasta 2020. En primer lugar, recopilamos artículos periodísticos publicados en este período a través 

de Google Search y Google Alerts utilizando las palabras clave “desmonte” y “deforestación”. Esta búsqueda 

arrojó más de 2200 noticias, algunas de ellas de periódicos y estaciones de radio locales. Leímos todos estos 

artículos periodísticos y seleccionamos aquellos que cumplían dos condiciones: (i) describían un evento de 

deforestación ilegal, y ii) el evento de deforestación ilegal descrito ocurrió en el Chaco Seco Argentino entre 

2008 y 2020. En segundo lugar, revisamos la literatura gris (por ejemplo, documentos oficiales, informes de 

ONG) para validar y complementar la información de los eventos de deforestación ilegal recopilada en artículos 

periodísticos. En tercer lugar, realizamos entrevistas semiestructuradas con ocho informantes clave, con el 

objetivo de (i) completar la información faltante de los eventos de deforestación ilegal, (ii) aumentar la cobertura 

de los eventos en Santiago del Estero, donde la información estaba menos disponible, y (iii) comprender los 

procesos que subyacen a la ocurrencia de la deforestación ilegal para seleccionar las variables y relaciones que 

se incluirán en la red bayesiana. Entrevistamos a dos ex funcionarios del gobierno de Chaco, dos investigadores 

de ONGs (uno de Salta y otro de Santiago del Estero), dos extensionistas rurales (uno de Chaco y otro de Santiago 

del Estero), un director de ONG de Chaco y un investigador científico de Santiago del Estero. En Salta, nuestro 

informante clave maneja una exhaustiva base de datos histórica y georreferenciada, lo que nos permitió reducir 

el número de entrevistados, mientras que en Santiago del Estero entrevistamos a tres informantes clave para 

llenar los vacíos de información. Las entrevistas ocurrieron entre febrero y abril de 2019. Finalmente, integramos 

la información de los artículos periodísticos, la literatura gris, las entrevistas a los informantes clave y el análisis 

geoespacial, y obtuvimos una muestra de 244 eventos de deforestación ilegal. 

2.4. Las redes bayesianas 

Las redes bayesianas (RB) son modelos probabilísticos que capturan explícitamente la dependencia condicional 

entre variables aleatorias con gráficos acíclicos dirigidos (Jensen, 2001). La RB es una herramienta estadística no 

paramétrica que se puede utilizar para realizar análisis de inferencia y analizar la importancia relativa de un 

conjunto de variables explicativas en términos de su capacidad para explicar la varianza de una o más variables 

objetivo. Una RB consta de dos partes. En primer lugar, un gráfico acíclico dirigido (GAD), también conocido 

como la estructura de una red bayesiana, que describe las posibles relaciones dependientes (que pueden ser 

causales o de asociación) entre las variables mediante flechas que conectan los nodos (que corresponden a las 

variables). El segundo componente son las tablas de probabilidad condicional (CPT, por sus siglas en inglés), 

también conocidas como parámetros de una RB, que definen las distribuciones de probabilidad condicional de 

los nodos dadas por los valores de sus nodos padres (nodos con flechas directas que los señalan). La CPT de un 

nodo hijo (donde termina una flecha) contiene la probabilidad condicional de estar en un determinado estado 

dados los estados de su nodo padre. Los nodos se caracterizan por ser discretos, mutuamente excluyentes y 

colectivamente exhaustivos, y denotan un atributo o hipótesis sobre un evento con un conjunto de valores de 
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estado en un contexto de incertidumbre. Las variables continuas deben ser discretizadas en un número similar 

de categorías en base a la búsqueda de umbrales, la opinión de expertos y métodos estadísticos (Cobb et al., 

2007). 

La capacidad de la RB para combinar el conocimiento causal de los expertos con datos empíricos basados en 

observaciones explica su creciente importancia en los estudios ambientales (Pollino et al., 2007; Ticehurst et al., 

2011). Las RB tienen varias ventajas (Sun & Müller, 2012; Uusitalo, 2007). En primer lugar, la RB permite atender 

satisfactoriamente los vacíos de información, frecuentes en las problemáticas socioambientales. En segundo 

lugar, al tener un componente esquemático, el GAD facilita la comprensión de las ideas por parte del público no 

especializado y mejora la comunicación de los resultados. En tercer lugar, la RB permite incorporar información 

cualitativa suministrada por expertos durante la construcción del modelo, así como datos cuantitativos y 

espacialmente explícitos. Cuarto, basado en el principio bayesiano, la RB puede incorporar fácilmente nueva 

evidencia para continuar revisando los hallazgos y mejorando el modelo. Potencialmente, esto puede convertir 

a la red en un modelo en evolución con capacidad para incorporar nuevos eventos en el futuro. Finalmente, la 

RB permite simular diferentes escenarios modificando intencionalmente una o más variables y manteniendo el 

resto sin modificar (Mastrangelo et al., 2019). 

2.5. Construcción de la Red bayesiana 

Para construir el GAD, es decir, para definir las relaciones entre las variables, nos apoyamos en la información y 

literatura existente, y en el conocimiento propio y de los informantes entrevistados sobre los procesos socio-

ecológicos que subyacen a la ocurrencia de la deforestación ilegal en el Chaco Seco Argentino (Darwiche, 2008; 

Mastrangelo et al., 2019). Pedimos a nuestros entrevistados que propongan, a través de un esquema de cajas y 

flechas, qué factores están involucrados en la deforestación ilegal y cómo interactúan. La estructura del modelo 

contiene los vínculos planteados en las hipótesis, y su parametrización a partir de los datos recogidos permite 

contrastar dichas hipótesis. 

Finalmente, para construir el GAD seguimos el principio de parsimonia, por el cual tendemos a tener un modelo 

funcional con la menor cantidad posible de entidades (nodos o variables), para simplificar el modelado (Chen & 

Pollino, 2012; Marcot et al., 2006). Uno de los métodos para evitar demasiados nodos padres directos en la RB 

es la llamada técnica de divorcio, es decir, crear variables latentes mediante la combinación de nodos padres. 

Por ejemplo, en nuestra RB la variable poder de los agentes es multidimensional y difícil de representar con una 

sola variable, por lo que se mide a través de la agregación de tres variables, cada una de las cuales captura una 

dimensión diferente del concepto: Vínculos con el poder político, Capital económico y Origen del agente. Una 

vez que se definió la estructura, los parámetros del modelo (es decir, las CPT) se calcularon utilizando los datos 

recopilados. Construimos el modelo con Netica (www.norsys.com), una plataforma de redes bayesianas con una 

interfaz fácil de usar, visualización intuitiva y funciones potentes. 

2.6. Descripción de las variables objetivo 

Nos enfocamos en comprender qué factores influyen en el tamaño y el tipo de eventos de deforestación ilegal 

(Tabla 1, Fig. 2). El tamaño de los eventos se mide con la variable Área deforestada ilegalmente, que es una 

variable continua y representa el número de hectáreas de bosque nativo deforestadas ilegalmente en un 

establecimiento agropecuario. El Tipo de ilegalidad es una variable categórica, y representa el mecanismo 

utilizado por los agentes para desmontar bosques de manera ilegal, violando la Ley de Bosques. Tiene cuatro 

categorías definidas según nuestro conocimiento, el de los informantes entrevistados, y Vallejos et al. (2021). El 

desmonte en zona protegida ocurre cuando los agentes deforestan en áreas de medio o alto valor de 

conservación (zonas amarillas o rojas), o en zonas verdes sin permiso de la autoridad provincial. El desmonte en 

http://www.norsys.com/


D. Blum et al. Global Environmental Change 2022, 74, 102511. Traducción al español. 

8 

zonas recategorizadas ocurre cuando los agentes deforestan en establecimientos cuyo nivel de protección fue 

recategorizado por la autoridad provincial, violando la Ley de Bosques. La deforestación encubierta ocurre 

cuando los agentes usan permisos provinciales para desarrollar sistemas silvopastoriles sostenibles para 

implementar desmontes que dejan menos densidad de árboles que la requerida por la Ley, que acaban en 

desmontes totales después de unos años. El área excedida ocurre cuando los agentes deforestan un área de 

bosque más grande que la permitida por la autoridad provincial. 

2.7. Descripción de las variables influyentes 

En la RB, el tamaño y tipo de los eventos de deforestación ilegal están influenciados por nueve variables (Tabla 

1, Fig. 2). El contexto institucional es una variable categórica que captura las instituciones (es decir, las 

legislaciones y sus órganos de aplicación) a nivel subnacional, y se indica por la provincia donde ocurre el evento 

de deforestación ilegal. El poder de los agentes captura la capacidad de los agentes para implementar desmontes 

ilegales. Dado el carácter multidimensional del poder, éste es una variable latente compuesta por el capital 

económico de los agentes, el origen del agente y sus vínculos con el poder político. El capital económico del 

agente describe los bienes materiales que posee y produce el productor que implementa el desmonte ilegal. Las 

categorías para esta variable fueron 'muy alto', 'alto', 'medio' y 'bajo'. Se investigó si cada agente cumplía con 

las siguientes condiciones: (i) estar en la categoría de ingresos más altos, según el Sistema Tributario Federal 

(AFIP), (ii) poseer predios adicionales a aquel donde ocurrió el evento de deforestación ilegal, (iii) tener una 

posición alta en una empresa mediana o grande, y (iv) tener inversiones en un sector agroindustrial diferente a 

la producción primaria, como procesamiento o transporte. El capital económico del agente se clasificó como 

muy alto cuando se cumplían tres de estas condiciones, alto cuando se cumplían dos condiciones, medio cuando 

se cumplía una condición y bajo cuando no se cumplía ninguna de estas condiciones. El origen del agente indica 

el lugar de donde proviene el agente que ejecuta el desmonte ilegal. Los vínculos del agente con el poder político 

describen la fuerza de los lazos entre los productores y los funcionarios públicos y/o las agencias encargadas de 

implementar las normas de uso o tenencia de la tierra. Las categorías para esta variable fueron vínculos 'fuertes', 

'débiles' o 'sin' con el poder político. Los vínculos del agente con el poder político se categorizaron como fuertes 

si el agente tiene o ha tenido cargos gubernamentales de larga duración o vínculos familiares/personales con 

funcionarios públicos. Así ocurrió cuando, por ejemplo, un artículo periodístico afirmó que “el productor es 

pariente cercano del Jefe de gobierno municipal”. Esta variable se categorizó como débil si el agente ha tenido 

una relación puntual o esporádica con organismos gubernamentales. Este fue el caso cuando, por ejemplo, un 

documento de una ONG informó que “el propietario hizo un contrato de trabajo en la Dirección de Bosques 

provincial en la administración anterior”. Cuando ninguna de estas condiciones se cumplió, el agente fue 

catalogado como sin vínculos con el poder político. El tamaño del establecimiento es una variable continua 

indicada por el número de hectáreas de la propiedad donde ocurrió el evento de deforestación ilegal. La 

capacidad agrícola es una variable latente compuesta por la precipitación anual y la calidad del suelo del predio 

donde ocurrió el evento de deforestación ilegal. La precipitación anual es la precipitación media anual para el 

período 1970-2000 (Fick & Hijmans, 2017), mientras que la calidad del suelo es el valor del índice de calidad del 

suelo (INTA, 1990) que integra drenaje, textura, contenido de materia orgánica, profundidad, alcalinidad , 

salinidad y pendiente. 
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Tabla 1. Descripción de las variables incluidas en la red bayesiana 

Variables y unidades Descripción Categorías y distribución o Rango Mediana 

Área deforestada 
ilegalmente (ha) 

Área de bosque deforestada violando la 
Ley de Bosques en un establecimiento 
agropecuario 

1-11.000 409 
 

Tipo de ilegalidad Mecanismo utilizado por el agente 

para deforestar ilegalmente, violando 

la Ley de Bosques  

Desmonte en zona protegida=54% 
Desmonte en áreas recategorizadas=35% 
Deforestación encubierta=8% 
Área excedida=3% 

 

Contexto 
institucional 

Provincia donde ocurrió el evento de 
deforestación ilegal 

Chaco=56% 
Salta=28% 
Santiago del Estero=16% 

 
 

Calidad del suelo (%) Índice de capacidad productiva del 
suelo que integra drenaje, textura, 
contenido de materia orgánica, 
profundidad, alcalinidad, salinidad y 
pendiente. 

11-95 37 

Precipitación anual 
(mm) 

Precipitación media anual entre 1970 y 
2000. 

609-1.210 821 

Tamaño del 
establecimiento (ha) 

Área del establecimiento donde ocurrió 
el evento de deforestación ilegal. 

10-240.000 1.940 

Origen del agente Lugar de donde es originario el agente. Misma provincia=49% 
Provincia no vecina=35% 
Provincia vecina=13% 
Otro país=3% 

 
 

Capital económico 
del agente 

Activos materiales del agente y nivel de 
ingresos 

Muy alto=29% 
Alto=47% 
Medio=14% 
Bajo=10% 

 
 

Vínculos del agente 
con el poder político 

Vínculos del agente con funcionarios 
públicos y organismos a cargo de las 
regulaciones del uso de la tierra 

Fuerte=49% 
Débil=13% 
No=38% 
 

 
 

 

2.8. Validación y verificación de robustez del modelo 

La validación de una RB implica validar la estructura del modelo y su poder predictivo. La construcción del gráfico 

acíclico dirigido (GAD) y la discretización de variables continuas conlleva un grado sustancial de subjetividad. 

Analizamos diferentes configuraciones del GAD, con diferentes variables, que en algunos casos no lograron 

explicar de manera robusta la ocurrencia de deforestación ilegal. Realizamos discusiones grupales para 

comprender mejor las opiniones de los expertos sobre los diversos procesos que subyacen a la deforestación 

ilegal. El modelo final es parsimonioso y contiene las variables y relaciones clave, dado que nuestro objetivo es 

identificar los factores más influyentes detrás de los diferentes tipos y tamaños de la deforestación ilegal, y no 

maximizar la precisión predictiva del modelo. 
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La RB propuesta contiene como variables objetivo el área deforestada ilegalmente y el tipo de ilegalidad, las 

cuales son influenciadas por nueve variables a través de tres caminos principales (Fig. 2). Desde arriba hacia 

abajo, el contexto institucional subnacional (es decir, las provincias) influye en el tamaño y el tipo de 

deforestación ilegal a través de su considerable margen para interpretar e implementar la Ley de Bosques, y su 

capacidad y voluntad para hacer cumplir los OTBN. De abajo hacia arriba, el poder de los agentes influye en las 

variables objetivo tanto directamente (por ejemplo, a través del lobby) como indirectamente a través del 

tamaño del establecimiento (es decir, un indicador del volumen de productos agrícolas exportados). El poder de 

los agentes es una variable multidimensional compuesta por el capital económico de los agentes, los vínculos 

con el poder político y el origen. Finalmente, el tamaño y tipo de deforestación ilegal también están influenciados 

por la capacidad agrícola del establecimiento, que se compone de variables que describen la calidad del suelo y 

la precipitación anual. 

Luego realizamos un análisis cuantitativo utilizando el método de "validación cruzada de k veces" para evaluar 

la precisión del modelo (es decir, cómo se desempeña el modelo en los eventos desconocidos). En concreto, el 

80% de los datos se utilizó para calibrar el modelo y el otro 20% se utilizó para la prueba del modelo. Los 244 

eventos se dividieron aleatoriamente en cinco grupos, es decir, k=5. Se usaron cuatro grupos de datos para 

calibrar el modelo, es decir, aprender las CPT con los datos de calibración. Luego, el modelo calibrado se utilizó 

para predecir las variables objetivo (tipo de ilegalidad y área deforestada ilegalmente). Luego, los valores 

pronosticados se compararon con los valores de observación con una matriz de confusión (Tablas S1 y S2). El 

proceso se repitió para garantizar que cada grupo tenga la oportunidad de actuar como datos de prueba. Para 

garantizar la solidez de la validación, realizamos 5 rondas de validaciones cruzadas con diferentes divisiones 

aleatorias. 

Usamos el modelo calibrado para realizar cuatro simulaciones de políticas, buscando analizar qué sucedería en 

las variables objetivo en escenarios hipotéticos pero plausibles. Realizamos simulaciones cambiando 

artificialmente la distribución del valor de las variables influyentes de acuerdo con las trayectorias de las 

políticas. Luego comparamos los valores originales de las variables objetivo con sus valores simulados. Probamos 

la respuesta del área deforestada ilegalmente a las siguientes simulaciones de políticas: (i) Grandes 

recategorizaciones, en las que todos los eventos de deforestación ilegal ocurrieron a través del desmonte en 

áreas recategorizadas, (ii) Cumplimiento bajo, en los que todos los eventos de deforestación ilegal ocurrieron a 

través del desmonte en zonas protegidas, (iii) Concentración de la tierra, con un cambio en la distribución del 

tamaño de la propiedad hacia una mayor proporción de establecimientos más grandes (es decir, 10-700ha=10%, 

700-5000ha=30%, 5000-240.000ha=60%), y (iv) Grandes recategorizaciones y concentración de tierras, con una 

combinación de escenarios (i) y (iii). 

3. Resultados 

3.1. Los eventos de deforestación ilegal 

Obtuvimos alta cobertura de datos para 244 eventos de deforestación ilegal, que en conjunto involucraron el 

desmonte de 275.592 hectáreas de bosques chaqueños. Esta muestra cubre aproximadamente el 34% del área 

deforestada ilegalmente en las provincias y el período de estudio. El área deforestada ilegalmente promedio por 

evento fue de 1.139 hectáreas, con diferencias sustanciales entre provincias, es decir, en Salta (2.197 hectáreas) 

fue 1,2 veces mayor que en Santiago del Estero (1.853 hectáreas) y 5,5 veces mayor que en Chaco (402 

hectáreas). El principal tipo de deforestación ilegal en las tres provincias fue el desmonte en zonas protegidas, 

mientras que más de un tercio de la deforestación ilegal en Salta (36%) y Chaco (37%) se produjo a través del 

desmonte en áreas recategorizadas. 
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El área deforestada ilegalmente fue, en promedio, 18 veces mayor en establecimientos administrados por 

agentes de alto y muy alto capital económico y fuertes vínculos con el poder político (2.516 hectáreas) en 

comparación con los administrados por agentes con capital bajo y vínculos débiles (141 hectáreas), equivalentes 

en promedio al 15% y 1% del tamaño del establecimiento, respectivamente. Al mismo tiempo, el área 

deforestada ilegalmente fue 2,5 veces mayor en los establecimientos administrados por agentes extralocales 

(1.689 hectáreas) en comparación con los administrados por propietarios locales (685 hectáreas). Los eventos 

de deforestación realizados por agentes poderosos ocurrieron principalmente a través de desmontes en zonas 

protegidas (50%) y desmontes en áreas recategorizadas (46%). Todos los eventos de deforestación en áreas 

recategorizadas fueron ejecutados por agentes poderosos. 

3.2. La red bayesiana 

En cuanto al desempeño del modelo, la tasa de error promedio basada en la matriz de confusión en la validación 

cruzada fue alrededor del 30% (desvío estándar 13%, 95% IC) para la variable objetivo tipo de ilegalidad y del 

38% (desvío estándar 11%, 95% IC) para la variable objetivo área deforestada ilegalmente. Estas tasas de error 

son aceptables considerando la parsimonia del modelo, que tiene solo nueve variables influyentes para 

representar la compleja red de relaciones que subyacen a la ocurrencia de la deforestación ilegal, que es un 

fenómeno social altamente heterogéneo e incierto. Además, las tasas de error muy bajas no son tan preferibles, 

ya que pueden indicar un sobreajuste del modelo. Por último, ambas variables objetivo tienen cuatro categorías 

cada una, y es un desafío predecir con precisión las categorías exactas con nuestra red bayesiana parsimoniosa. 

En el caso del área deforestada ilegalmente, muchas de las áreas predichas incorrectamente fueron asignadas 

a categorías adyacentes. 

 

Fig 2. Red bayesiana final con las relaciones hipotéticas entre las variables influyentes, y entre éstas y las 

variables objetivo Superficie de tenencia deforestada ilegalmente y Tipo de ilegalidad. Las variables objetivo 

(recuadros rojos) están influenciadas por variables biofísicas (recuadros verdes), variables de contexto 

institucional (recuadro cian) y variables de nivel individual (recuadros rosas). Las barras horizontales en cada 

nodo muestran la distribución de probabilidad inicial de la variable. 
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3.3. Análisis de sensibilidad 

Las variables influyentes analizadas en el modelo explicaron el 46% de la variación en el tipo de ilegalidad y el 

39% de la variación en el área deforestada ilegalmente (Fig. 3). El tipo de ilegalidad estuvo influenciado 

principalmente por el contexto institucional subnacional (11%), seguido de la capacidad agrícola del predio 

(10%) en el que ocurrió el evento de deforestación (Fig. 3a). El área deforestada ilegalmente también estuvo 

influenciada principalmente por el contexto institucional subnacional (12%), pero las siguientes variables 

influyentes estuvieron relacionadas con las características individuales del agente, es decir, su poder (11%) y el 

tamaño del establecimiento (10%) (Fig. 3b). 

 

Fig. 3. Variables que influyen en el tipo de ilegalidad (a) y el área deforestada ilegalmente (b). Las barras rojas 

muestran variables objetivo, las barras verdes muestran variables biofísicas, las barras cian muestran variables 

de contexto institucional y las barras rosas muestran variables de nivel individual. 
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3.4. Simulación de políticas 

Las simulaciones sugieren que una política que promueva grandes recategorizaciones aumentaría la proporción 

de eventos de deforestación medianos (500-1000 ha) en un 12% y de eventos de deforestación grandes (1000-

2000 ha) en un 6%, mientras que reduciría la proporción de pequeños eventos de deforestación (0-500 ha) en 

un 17%, en comparación con la situación sin simulación (escenario BAU, Tabla S3). A su vez, debilitar la aplicación 

de los OTBN (es decir, que los gobiernos subnacionales sean permisivos con los desmontes en las zonas 

protegidas) aumentaría la proporción de eventos de deforestación pequeños (0-500 hectáreas) en un 11%, 

mientras que tendría un impacto pequeño (5-6%) en eventos de deforestación medianos a grandes (Tabla S4). 

Una política de tierras que permita mayores aumentos en el tamaño del establecimiento (es decir, la 

concentración de la tierra en menos manos) tendría un impacto pequeño en el tipo de deforestación ilegal, pero 

un impacto considerable en el área deforestada, ya que aumentaría la proporción de grandes eventos de 

deforestación (1000-2000 ha) en un 7% y de eventos de deforestación muy grandes (2.000-11.000 ha) en un 

14% (Tabla S5). Finalmente, una política que combine grandes recategorizaciones y la concentración de la tierra 

aumentaría la proporción de eventos de deforestación grandes y muy grandes en un 14% y un 18%, 

respectivamente (Tabla S6). 

4. Discusión 

La deforestación tropical y subtropical para la expansión de las fronteras de producción de commodities es un 

importante impulsor de la pérdida de biodiversidad, el cambio climático y la degradación de la tierra (Curtis et 

al., 2018). Las políticas contra la deforestación han demostrado una eficacia limitada y los desmontes ilegales 

continúan sin cesar (Börner et al., 2020; Dummet & Blundell, 2021; Rajão et al., 2020). El contexto institucional 

y las dinámicas de poder que subyacen a la deforestación ilegal han permanecido poco estudiados, a pesar de 

su papel clave en la configuración de los resultados de las políticas de conservación (Berbés-Blázquez et al., 

2016; Milmanda & Garay, 2019). Aquí contribuimos a llenar este vacío de conocimiento mediante la evaluación 

cuantitativa de la influencia de los factores individuales (poder) y contextuales (institucionales y biofísicas) en el 

tipo y tamaño de los eventos de deforestación ilegal en el Chaco Seco Argentino, una importante frontera 

agropecuaria y hotspot de deforestación global (Hansen et al., 2013). Modelamos estas relaciones con una red 

bayesiana alimentada con datos empíricos de 244 eventos de deforestación ilegal ocurridos durante la 

implementación de la Ley de Bosques y los planes provinciales de ordenamiento territorial (2008-2020) en tres 

provincias centrales del Chaco: Chaco, Santiago del Estero, y Salta. 

De este análisis surgen cuatro hallazgos clave. Primero, tanto los factores contextuales como los individuales 

dan forma a la deforestación ilegal y explican casi la mitad de la variación en el tipo y tamaño de los eventos de 

deforestación ilegal. En segundo lugar, el contexto institucional subnacional (provincial) determina en gran 

medida la forma en que se producen los eventos de deforestación ilegal y el tamaño de esos eventos. En tercer 

lugar, las instituciones subnacionales impulsan los eventos de deforestación ilegal de manera diferente, según 

la capacidad agrícola y el tamaño del establecimiento como, por ejemplo, los desmontes en áreas 

recategorizadas en las provincias de Salta y Chaco ocurrieron en establecimientos más grandes con tierras más 

fértiles. En cuarto lugar, el poder de los agentes influye mucho en el tamaño de los eventos de deforestación 

ilegal, ya que los agentes más poderosos deforestan áreas más grandes. Estos hallazgos tienen implicaciones 

para reformar el diseño, la implementación y el seguimiento de las políticas contra la deforestación en el Chaco 

argentino, pero también son relevantes para otras fronteras de producción de commodities. 

Modelar fenómenos sociales e institucionales complejos, como la deforestación ilegal, requiere cierto nivel de 

simplificación en el diseño del modelo, lo que tiende a aumentar el error del modelo. En nuestro modelo, 

optamos por categorizar el tipo de ilegalidad siguiendo la Ley Nacional de Bosques, como se ha hecho en otros 
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estudios (Camba Sans et al., 2018; Ceddia & Zepharovich, 2017; Nolte et al., 2017b; Vallejos et al., 2021; Volante 

& Seghezzo, 2018). Dado el margen de maniobra de los gobiernos subnacionales para implementar la Ley, es 

posible que el diseño del modelo no capture algunos matices en la definición provincial de ilegalidad. Así, la 

atribución de factores influyentes a los diferentes tipos de deforestación ilegal se suma al error del modelo. Se 

puede obtener más certeza al comparar el impacto de los factores influyentes en la deforestación ilegal versus 

la legal. Desafortunadamente, los efectos de los factores individuales a nivel de agente sobre la deforestación 

no han sido examinados en el Chaco argentino antes de este estudio. Sin embargo, se espera que este tipo de 

factores tengan una influencia más débil en la deforestación total y legal, ya que la emisión de permisos de 

deforestación legales está sujeta a procesos más responsables y menos arbitrarios, en comparación con la 

deforestación ilegal. 

Nuestro estudio agrega evidencia crítica al debate regional y global sobre la efectividad de las políticas 

descentralizadas para combatir la deforestación. Si los gobiernos subnacionales están dispuestos y son capaces 

de reducir la deforestación sigue siendo controvertido pero poco estudiado (Torrella et al., 2018). En el Chaco 

argentino, Nolte et al. (2017b) evaluaron el impacto de las políticas descentralizadas sobre la deforestación y 

concluyeron que la delegación del diseño y la aplicación a los gobiernos provinciales ha sido eficaz para proteger 

los bosques, mientras que Camba Sans et al. (2018) demostraron que esto no sirvió para reducir la deforestación 

ilegal. Utilizando el mismo conjunto de datos que Nolte et al. (2017b), Volante & Seghezzo (2018) informaron 

que la deforestación ilegal en las zonas protegidas (amarilla y roja) fue incluso mayor que la deforestación legal 

en la zona no protegida (verde) durante la implementación temprana de la Ley de Bosques (2008-2014). 

Centrándonos en las mismas tres provincias chaqueñas evaluadas por Nolte et al. (2017b), mostramos aquí que 

el tipo y el tamaño de los eventos de deforestación ilegal entre 2008 y 2020 difieren entre provincias y que dicha 

variación se explica principalmente por el contexto institucional subnacional. Por lo tanto, los dos últimos 

estudios identifican la baja capacidad de ejecución de los gobiernos subnacionales y los altos niveles de 

incumplimiento de las políticas de conservación forestal por parte de los productores como causas clave de las 

altas tasas de deforestación. 

La falta de interés y/o capacidad de los gobiernos subnacionales para proteger los bosques se ha asociado a 

varios factores, entre ellos la dependencia económica de los Estados provinciales de los impuestos que recaudan 

por las exportaciones, lo que confiere un poder considerable a los productores que producen commodities 

agrícolas para la exportación (Alcañiz & Gutiérrez, 2020; Seghezzo et al., 2011). Milmanda y Garay (2019) 

argumentan que las decisiones del Poder Ejecutivo provincial para el diseño de los OTBN y su aplicación 

dependen del poder relativo de los grandes productores y las coaliciones de conservación. Proponen que (i) 

donde los grupos conservacionistas provinciales son fuertes, los gobernadores diseñan y hacen cumplir 

regulaciones estrictas (por ejemplo, en la provincia de Chaco), (ii) donde ambos grupos son poderosos, los 

gobernadores diseñan regulaciones estrictas pero su aplicación es baja para satisfacer las demandas de grandes 

terratenientes (por ejemplo, en la provincia de Santiago del Estero), y (iii) donde los conservacionistas no están 

organizados y los terratenientes son influyentes, las regulaciones son permisivas y se aplican débilmente (es 

decir, en la provincia de Salta). En contraste, encontramos que la aplicación de los OTBN ha sido 

homogéneamente baja, ya que el desmonte en zonas protegidas (amarillo y rojo) representó más de la mitad 

del área deforestada ilegalmente en las tres provincias. Además, encontramos que en dos de tres provincias 

(Chaco y Salta) los gobernadores cambiaron las normas para hacerlas más permisivas. Permitieron el desmonte 

en áreas recategorizadas en establecimientos medianos y grandes con tierras más aptas para la producción. Por 

lo tanto, la gobernanza forestal de facto se ha movilizado “siguiendo al mercado” (Nansikombi et al., 2020; Nolte 

et al., 2017a; Seghezzo et al., 2011) y ha amplificado las asimetrías de poder, ya que los gobiernos subnacionales 

flexibilizaron las regulaciones donde las ganancias esperadas eran mayores y los terratenientes ya eran 

poderosos. 
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Las dinámicas de poder se consideran cada vez más como determinantes clave de los resultados de conservación 

(Berbés-Blázquez et al., 2016); sin embargo, la evidencia empírica y cuantitativa de tal influencia es escasa. Acá 

mostramos que las características individuales de los agentes (es decir, su poder y el tamaño de su 

establecimiento), en combinación con el contexto institucional subnacional, explican un tercio de la variación en 

el tamaño de los eventos de deforestación ilegal. Los mecanismos de incumplimiento de los agentes poderosos 

están relacionados con su capital económico y vínculos con el poder político. Las sanciones económicas 

existentes por infracciones a la Ley de Bosques son insuficientes para evitar los desmontes ilegales, siendo que 

son incorporadas como un costo adicional de producción por parte de productores con alto capital económico 

(Di Pangracio & Cáceres, 2020). Paralelamente, el lobby y el financiamiento de campañas políticas por parte de 

grupos de terratenientes, así como los lazos políticos y familiares entre productores y funcionarios 

gubernamentales fomentan la corrupción, lo que resulta en desmontes ilegales a cambio de apoyo político 

(Milmanda & Garay, 2019; Smith et al., 2012). Las estrechas interacciones y alianzas entre agentes poderosos y 

gobiernos subnacionales también se han asociado con la baja aplicación de las normas de uso de la tierra y la 

deforestación en áreas protegidas en África (Albertazzi et al., 2018; Samndong et al., 2018; Sulaiman et al., 2017), 

en las fronteras agropecuarias del sudeste asiático (Bettinger, 2015; Currey et al., 2001), y en la Amazonía 

brasileña (Boekhout van Solinge, 2014; Lawson, 2010; London & Kelly, 2007). 

Los resultados de nuestro modelo respaldan un ciclo de retroalimentación positiva entre el poder del agente y 

el área deforestada ilegalmente, mediado por el tamaño del establecimiento y el tipo de ilegalidad. En este 

bucle, los agentes ya poderosos (generalmente agentes extralocales de otras regiones que invierten capital 

excedente) expanden sus tierras despojando y desplazando a los pequeños propietarios (Cáceres, 2015; 

Goldfarb & van der Haar, 2015; Román et al., 2007; Schoneveld et al., 2011). Las grandes propiedades se asocian 

con un mayor poder económico a través de las altas ganancias y tienen una mayor influencia en los gobiernos 

provinciales a través de los impuestos sobre las exportaciones (Seghezzo et al., 2011). Los grandes productores 

pueden simultáneamente privatizar y concentrar la tenencia de la tierra (Faingerch et al., 2021) y presionar al 

gobierno para que relaje las regulaciones de uso de la tierra en sus establecimientos (Seghezzo et al., 2011). Dos 

hallazgos adicionales proporcionan evidencia sobre este ciclo de retroalimentación. En primer lugar, el área 

deforestada ilegalmente fue 18 veces mayor en las propiedades administradas por agentes poderosos, quienes 

fueron los únicos que desmontaron en áreas recategorizadas. En segundo lugar, la simulación de políticas que 

combinó la concentración de tierras y grandes recategorizaciones se asoció con aumentos en el tamaño de los 

eventos de deforestación ilegal mayores que los causados por cualquiera de las dos políticas por sí solas. Este 

es un escenario plausible considerando la tendencia creciente en los precios internacionales de las materias 

primas y las rentas extraordinarias de la producción de materias primas (Alcañiz & Gutierrez, 2020; Godar et al., 

2012). 

Desarticular las dinámicas institucionales y de poder generalizadas que subyacen a la deforestación ilegal 

requiere una combinación inteligente de políticas. Dada la fuerte influencia del comercio internacional de 

productos básicos en el cambio del uso de la tierra, la eficacia de las políticas de conservación forestal depende 

de la integración de instrumentos en los sectores económico, agropecuario, y ambiental, así como de la 

alineación de sus objetivos en conflicto (Börner et al., 2020; Gutierrez, 2017; Harahap et al., 2017; Huaranca et 

al., 2019). Una política clave con el potencial de permitir la conservación de los bosques implica reformar la 

tenencia de la tierra para evitar una mayor concentración de la tierra y acumulación de poder por parte de 

grandes terratenientes (Börner et al., 2020), por ejemplo, aumentando la seguridad de la tenencia de la tierra 

administrada por criollos y pueblos originarios (Faingerch et al., 2021). Esto debería ir acompañado de incentivos 

políticos para la promoción de sistemas de uso de la tierra que agreguen valor a los bosques a nivel local (p. ej., 

productos forestales no maderables) y cadenas de suministro que aumenten el costo de oportunidad de la 

deforestación (Alcañiz & Gutierrez, 2020; Lambin et al., 2018; Nepstad et al., 2014). Los desincentivos para una 
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mayor deforestación ilegal también serán críticos. Dada la ineficacia de las sanciones económicas, la 

deforestación ilegal debe tipificarse como delito ambiental penal en la legislación argentina. En resumen, se 

necesita una combinación inteligente de políticas para interrumpir el círculo vicioso de acumulación de poder 

de los productores y la debilidad institucional subnacional que subyace a la deforestación ilegal. 

5. Conclusiones 

Nuestro estudio de caso en el Chaco argentino ilustra cómo las interacciones entre agentes poderosos e 

instituciones débiles, en un contexto de rentas de la tierra extraordinarias, permiten la deforestación ilegal. 

Agregamos evidencia cuantitativa crítica e información cualitativa valiosa sobre el papel de las instituciones 

subnacionales y el poder de los agentes en la configuración de la deforestación ilegal en esta importante frontera 

agropecuaria, que alberga biodiversidad y reservas de carbono relevantes a nivel mundial. Para ello, utilizamos 

redes bayesianas, que nos permitieron combinar datos sobre eventos de deforestación ilegal extraídos de 

noticias e informes con datos cuantitativos y de ubicación, así como información socioeconómica a nivel de 

agente. Las simulaciones de políticas revelaron el efecto interactivo de las configuraciones de tenencia de la 

tierra y las regulaciones del uso de la tierra sobre la deforestación ilegal. Comprender la influencia simultánea e 

interrelacionada de múltiples factores (es decir, sociales, institucionales y biofísicos) corrobora la necesidad de 

instigar combinaciones de políticas inteligentes para abordar de manera efectiva los problemas de conservación 

que atraviesan escalas y sectores diversos. 
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